
La investigación de los agentes 
de la Unidad Central Operativa 
de Medio Ambiente (Ucoma) de 
la Guardia Civil que esta semana 
ha derivado en la detención del 
dueño de la empresa Forestalia, 
Fernando Samper, y del ya ex alto 
funcionario del Ministerio para la 
Transición Ecológica Eugenio Do-
mínguez ha destapado toda una 
trama para favorecer supuesta-
mente los proyectos eólicos y so-
lares de esta empresa aragonesa 
y que recibieran el aval medioam-
biental. Hasta tal punto que Do-
mínguez —subdirector general de 
Evaluación Ambiental del Minis-
terio entre 2017 y junio de 2023, y 
luego unos meses más asesor del 
mismo departamento— se au-
toasignaba los proyectos de Fo-
restalia para tramitarlos. Creó 
presuntamente una “caja negra” 
en “la que los expedientes desa-
parecían del circuito de supervi-
sión ordinario, concentrando en 
su persona un conflicto de fun-
ciones al ser supervisor y gestor 
a la vez”, como explica la Ucoma 
en uno de los informes incorpo-
rados al sumario del caso al que 
ha accedido EL PAÍS. 

Esa “autoasignación” de los 
proyectos de Forestalia, de la que 
luego recibió presuntas mordidas 
a través de un sistema de socieda-
des opacas, fue calificada de “ex-
traordinaria por múltiples testi-
gos” del ministerio que han cola-
borado en la investigación. “Fue el 
acto que permitió todas las irre-
gularidades posteriores”, afirman 
los investigadores. Los agentes si-
túan el grueso de las irregularida-
des en el boom de las renovables 
de 2022 y 2023, cuando llegaron 
cientos de peticiones para la pues-
ta en marcha de grandes parques 
solares y eólicos al ministerio y a 
otros gobiernos regionales.

En este contexto de aluvión 
de proyectos, la investigación de 
la Ucoma sitúa a Domínguez co-
mo el hombre de Forestalia en el 
ministerio, cuyo cometido era “fa-
cilitar y asegurar la aprobación de 
los proyectos” de este grupo. Es-
ta empresa, conocida en el sector 
por sus agresivas prácticas y con 
una implantación muy fuerte en 
Aragón, se dedicaba a tramitar y 
conseguir los permisos para pro-
yectos renovables que luego ven-
día a otras empresas. 

Domínguez, siempre según el 
informe de la Ucoma, se valía de 
esa autoasignación de los expe-
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dientes de Forestalia, pero tam-
bién de “la presunta modificación 
de informes técnicos para elimi-
nar contenidos desfavorables” y 
“la posible influencia sobre or-
ganismos” para lograr el aval 
medioambiental. El alto funcio-
nario actuaba “de facto al margen 
de la estructura jerárquica y fun-
cional de la subdirección” y elu-
día “los controles formales”. Tam-
bién se servía presuntamente de 
la empresa Tragsatec, dependien-
te también del ministerio, para su-
puestamente “crear un canal de 
tramitación paralelo” donde con-
taba con una “guardia pretoriana 
leal” que operaba “de forma ais-
lada de los técnicos funcionarios 

del ministerio, garantizando un 
control total sobre el contenido y 
el resultado de las evaluaciones”.

Esta investigación, dirigida 
desde el Juzgado de Instrucción 
1 de Teruel en coordinación con 
la Fiscalía de Medio Ambiente, 
se centra en 52 proyectos reno-
vables de esta provincia. El infor-
me de la Ucoma en el que se rela-
ta el funcionamiento de la trama 
ofrece ejemplos concretos de esas 
maquinaciones del ex alto funcio-
nario para quedarse con los expe-
dientes de Forestalia. 

El caso más llamativo es el del 
conocido como Clúster del Maes-
trazgo, el mayor proyecto eólico 
del país, en el centro de esta ins-

trucción. En el expediente, Do-
mínguez figuraba como “conse-
jero responsable” encargado de 
la declaración de impacto am-
biental. Y colocó supuestamente a 
dos técnicos “sin cualificación” su-
ficiente, pero de su confianza, co-
mo responsables. Esa declaración 
favorable llegó en diciembre de 
2022, algo que resultó clave para 
que el Consejo de Ministros diera 
el permiso definitivo al macropro-
yecto en julio de 2024. Forestalia, 
tras lograr el permiso ambiental, 
vendió este polémico proyecto a 
un fondo danés que aún no ha em-
pezado su construcción. 

La relación de Domínguez con 
Forestalia era tan estrecha que, 

como resalta la Ucoma, “por las 
tardes, fuera de su horario labo-
ral” solía acudir a la sede de la em-
presa. “Esta relación se mantuvo 
tras su jubilación, continuando su 
labor de facilitador desde su nue-
vo puesto como asesor de la Se-
cretaría de Estado” de Medio Am-
biente, añaden los investigadores. 

Pero este alto funcionario no 
solo “facilitaba los trámites, sino 
que presuntamente participaba 
en el beneficio económico deriva-
do de ellos”. Con su familia cons-
tituyó en julio de 2023 una mer-
cantil, que formalmente estaba 
dedicada a la decoración. Pero 
los agentes sostienen que era una 
vía “para la recepción de pagos ilí-
citos vinculados a su cargo públi-
co”. Junto a su esposa, habría par-
ticipado en la “firma de contratos 
privados de compraventa de par-
ticipaciones sociales” en una no-
taría en septiembre de 2023, cuyo 
titular también fue detenido es-
ta semana. “Estas operaciones se 
realizaron mediante actas de de-
pósito en sobres cerrados custo-
diados en una caja fuerte, técnica 
diseñada para no dejar rastro en 
el Índice de Actividad Notarial y 
presumiblemente evitar ser des-
cubierto”, añade el informe. Con 
este sistema logró participaciones 
en Babieca Investment Renewa-
ble, que era “la entidad que con-
trola a las empresas promotoras 
cuyos proyectos dependían direc-
tamente de su firma favorable”. 

Entramado empresarial

En definitiva, era presuntamen-
te “un facilitador, que utilizaba su 
cargo en el ministerio para garan-
tizar el éxito de los proyectos rela-
cionados con el grupo Forestalia 
a cambio de contraprestaciones 
económicas canalizadas mediante 
un complejo entramado empresa-
rial”, afirman los agentes en el in-
forme añadido al sumario. 

Este caso, en el que se investi-
gan los presuntos delitos de pre-
varicación ambiental, cohecho, 
blanqueo de capitales y perte-
nencia a organización criminal, se 
inicia tras la denuncia presentada 
por Teruel Existe en los juzgados 
de esta provincia. Luego, la Fis-
calía de Medio Ambiente se une 
a la investigación de la mano de 
la Ucoma. Han sido clave los tes-
timonios de una veintena de tra-
bajadores y extrabajadores de la 
Subdirección General de Evalua-
ción Ambiental, de Tragsatec y del 
Inaga, el órgano encargado en el 
Gobierno de Aragón de tramitar 
las declaraciones de impacto am-
biental.

En el auto del 27 de febrero en 
el que se autorizan los registros de 
la semana pasada, el juez instruc-
tor del caso, Juan José Cortés, re-
sume el papel de cada uno de los 
seis detenidos. Y destaca a Fer-
nando Samper, el dueño de Fores-
talia, como “el tronco central que 
dirige estratégicamente las ramas 
de la organización desde el ámbi-
to del sector privado, proveyendo 
los activos necesarios para mate-
rializar, presuntamente, el cohe-
cho y el blanqueo de capitales que 
garantizan el éxito de sus proyec-
tos de energías renovables”.

Un alto cargo de Transición Ecológica se 
autoasignaba los proyectos de Forestalia

Cartel contra el parque eólico del Maestrazgo, en el municipio turolense de Fortanete. SAMUEL SÁNCHEZ

La Guardia Civil detecta 
una estructura que  
aseguraba a la empresa 
parques solares y eólicos 

No es la primera vez en 
los últimos meses en que 
la empresa Forestalia, 
epicentro de la supuesta 
trama desmantelada en 
Aragón, es investigada por la 
justicia. El 12 de diciembre, 
agentes de la Unidad Central 
Operativa (UCO) de la 
Guardia Civil registraron 
las sedes de esta sociedad 
en Madrid y Zaragoza 
por orden del juez de la 
Audiencia Nacional Antonio 
Piña dentro del llamado 

caso Leire, una investigación 
en la que fueron detenidos 
la exmilitante y exconcejal 
socialista Leire Díez, el 
expresidente de la SEPI 
Vicente Fernández Guerrero 
y el empresario vasco Joseba 
Antxon Alonso, socio y 
amigo del exdirigente del 
PSOE Santos Cerdán.

El objeto de aquellos 
registros fue recabar 
indicios sobre la existencia 
de una red que adjudicaba 
de manera presuntamente 

fraudulenta contratos y 
subvenciones públicos.  
Las pesquisas, como ahora, 
también salpicaban al 
Ministerio de Transición 
Ecológica. 

Poco más de dos meses 
después, las sedes de la 
empresa en Madrid y 
Zaragoza eran de nuevo 
registradas. Esta vez, por 
la trama que favorecía de 
manera supuestamente 
irregular proyectos eólicos  
y solares en Teruel.

Vínculos con el ‘caso Leire’
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